
ARTICULO 21. PROHIBICION DE EXIGENCIA DE PRESENTACIONES 
PERSONALES O CERTIFICADOS PARA PROBAR LA FE DE VIDA 
(SUPERVIVENCIA).  

A partir del 1 de julio de 2012, la verificación de la supervivencia de una persona 
se hará consultando únicamente las bases de datos del Registro Civil de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil. Este servicio es gratuito para la autoridad 
pública o el particular en ejercicio de funciones administrativas. En consecuencia, a 
partir de esa fecha no se podrán exigir certificados de la fe de vida (supervivencia).  

La Registraduría Nacional del Estado Civil inter-operará la base de datos del 
Registro Civil de Defunción con el sistema de información Ministerio de Salud y 
Protección Social y con los que defina el Gobierno Nacional, para que a través del 
Ministerio sea consultada en línea por las entidades de seguridad social que deban 
verificar la fe de vida (supervivencia) de una persona. El reporte constituirá plena 
prueba de la existencia de la persona.  

ARTÍCULO 22. ACREDITACION DE LA FE DE VIDA (SUPERVIVENCIA) DE 
CONNACIONALES FUERA DEL PAÍS.  

En todos los casos, la fe de vida (supervivencia) de los connacionales fuera del 
país, se probará ante las entidades que forman parte del Sistema General de 
Seguridad Social Integral, cada seis (6) meses.  

Se podrá acreditar mediante documento expedido por parte de la autoridad pública 
del lugar sede donde se encuentre el connacional en el que se evidencie la 
supervivencia. Los trámites de apostillaje se podrán realizar ante el consulado de 
la respectiva jurisdicción, a través de medios electrónicos o correo postal, 
conforme a lo establecido en el presente Decreto y en el reglamento que expida el 
Gobierno Nacional.  

Parágrafo. Sin perjuicio de lo establecido en el presente artículo, los connacionales 
se deberán presentar una vez al año al consulado de la respectiva jurisdicción 
donde residan para acreditar su supervivencia. El certificado de fe de vida 
(supervivencia) el cual se presume auténtico, se remitirá por parte de las 
autoridades consulares a través de medios electrónicos, a la entidad del Sistema 
General de Seguridad Social Integral que indique el ciudadano.  

 


